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SANTIAGO, junio 30 de 1992.- 








M E N S A J E N 9: 141- 324/





Honorable Senado: 


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal suscrito entre la República de Chile y el Reino de España, en Santiago, el 14 de abril de 1992. 





El presente Tratado, adoptado en el contexto del proceso de fortalecimiento que experimenta la vinculación bilateral con el Reino de España, se enmarca a su vez, dentro del espíritu que surge del Tratado de Cooperación y Amistad suscrito por ambos Estados en Santiago el 19 de octubre de 1990, y viene, finalmente, a reemplazar el Convenio para la Reciproca Extradición de Malhechores de 30 de diciembre de 1985 y su Protocolo de 1986 que modificó su articulo 14º. 


A través de la nueva normativa que se establece, se da cumplimiento a un principio básico en el derecho internacional: la extraditabilidad de las personas inculpadas o condenadas por un delito. De esta manera, los Estados Contratantes se obligan a entregarse recíprocamente, conforme a las reglas y condiciones que se detallan en el propio articulado del Tratado, las personas contra las cuales se haya iniciado un procedimiento penal o que fueren buscadas para la ejecución de una pena que consista en la privación de libertad. 


Siguiendo las pautas que nos brinda el derecho internacional, se ha adoptado la regla general de la procedencia de la extradición por hechos sancionados según las leyes de ambas Partes y cuya duración máxima no sea inferior a un año. Sin embargo, en el caso de la extradición que tiene por objeto el cumplimiento parcial de una sentencia, se requiere que la parte de pena que falta por cumplir no sea inferior a seis meses. 


Asimismo, se incorporan a la redacción del nuevo Tratado aquellos principios que nos brinda el derecho comparado contemporáneo y que han dado muestra, por las bondades que apreciamos en los efectos jurídicos y políticos que producen, de su conveniente institucionalización. 


De esta manera, en aras de hacer efectiva una mutua colaboración internacional por medio de una adecuada concepción del derecho, el texto contempla: 


-	La extradición por delitos incluidos en convenios multilaterales en los que ambos países sean Parte; 


-	El establecimiento de normas especiales para evitar que transgredan este Tratado quienes incurran en ilícitos fiscales. 


, 


-	Una plena garantía del derecho de asilo; 


-	La exclusión de la pena de muerte o de la privación a perpetuidad de la libertad como resultado de un procedimiento de extradición; 


-	La exigencia de un debido proceso o cumplimiento de la garantía de la tutela jurisdiccional efectiva para los que fueron condenados en rebeldía en el país requirente; 








-	El reconocimiento del principio de especialidad, por el cual la persona extraditada no podrá ser condenada o restringida su libertad por otros hechos, anteriores o distintos, a los que motivaron su entrega, contemplándose como excepción los casos en que exista una expresa autorización del país requerido o bien el consentimiento de la persona extraditada, y 


-	La exclusión de los delitos políticos como ilícitos susceptibles de extradición. 


En este contexto, se asigna especial importancia a la enumeración acordada sobre las conductas típicas que no pueden considerarse, en caso alguno, como delitos políticos, a saber: los atentados contra la vida, la integridad física o la libertad del Jefe de Estado o de Gobierno o de sus familiares, los actos de terrorismo y los crímenes de guerra o aquellos que se cometan contra la paz y la seguridad de la humanidad en conformidad al derecho internacional; 


-	Se admite el rechazo de aquellas solicitudes de extradición que se basan en la penalización de personas por motivos de su raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas, y 


-	Por último, se excluye del ámbito del Convenio, los delitos estrictamente militares. 


Otros de los importantes avances que contempla la nueva normativa radica en las facilidades que ofrece su procedimiento, eliminando los excesivos obstáculos que usualmente exige la burocracia, permitiendo complementar la información deficiente o defectuosa, autorizando subsanar los defectos formales, autorizando la extradición simplificada (cuando la persona reclamada, con asistencia letrada e informada acerca de sus derechos, presta su consentimiento), y estableciendo formas y plazos para la debida resolución de los requerimientos. 


La debida defensa de los intereses del país requirente se aseguran, además, al facultar la intervención de un representante del país en los procesos judiciales que se llevan a cabo en el país requerido. 


Para completar la debida regulación del nuevo mecanismo de extradición, se establece un conjunto de normas, debidamente armonizadas, permitiendo la resolución de tradicionales dificultades que mermaban la plena operatividad de estos acuerdos. 


Con este propósito se pasa a regular la extradición en tránsito, la reextradición a un tercer Estado, el concurso de solicitudes de extradición y la detención preventiva. 


Respecto a la Colaboración Judicial en Materia Penal, se contempla un detallado catálogo de asuntos por medio de los cuales los Estados Contratantes se obligan a prestarse asistencia mutua en la realización de investigaciones y diligencias relacionadas con cualquier procedimiento penal, en el ámbito de sus respectivas competencias. 


El espíritu de franca colaboración en este aspecto lleva a garantizar expresamente la "asistencia en interés de la justicia", toda vez que se establece la obligación de prestarse colaboración, aún frente a hechos que no sean ilícitas punibles de acuerdo a la legislación de alguno de los Estados Partes. 


Finalmente, diversas normas que abordan las excepciones a la regla general de la asistencia, la tramitación de las solicitudes de asistencia y las inmunidades que benefician a los testigos o peritos, complementan este importante apartado del Convenio. 


En mérito de lo expuesto, someto a consideración del H. Senado, el siguiente.





PROYECTO DE ACUERDO: 


“Articulo único.-	Apruébase el Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal, suscrito entre la República de Chile y el Reino de España, en Santiago, el 14 de abril de 1992. “ . 





Dios guarde a V.E.,














PRATICIO AYLWIN AZOCAR


Presidente de la República 





ENRIQUE SILVA CIMMA


Ministro de Relaciones Exteriores 





